Honorable Congreso del Estado de Jalisco

Presente. 


Los que suscriben Martín López Cedillo, Jaime Prieto Pérez, Avelina Martínez Juárez, Miguel Castro Reynoso, Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura del Estado de Jalisco, con fundamento en los artículos 28 fracción I de la Constitución Política del Estado; 147 fracción I; 148 y 157 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, nos permitimos presentar la siguiente Iniciativa de Decreto que Que reforma los artículos 5 fracción XXIV y recorre las subsecuentes en el mismo orden, así como el artículo 10 fracciones XXXIII, XXXIV y XXXV, recorriendo las subsecuentes en el mismo orden, ambos del Código Urbano para el Estado de Jalisco,  con sustento en la siguiente:
Exposición de motivos
El artículo 4 de nuestra carta magna, en su párrafo octavo, a la letra dice: Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.
De igual forma, el artículo 4 de la constitución local señala que se reconocen como derechos humanos de las personas que se encuentren en el territorio del estado de Jalisco, los que se enuncian en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los contenidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y en los tratados, convenciones o acuerdos internacionales que el Gobierno federal haya firmado o los que celebre o de que forme parte.
En este mismo sentido, el artículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos establece: Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.
Y el Artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales dice: Toda persona tiene el derecho a un nivel de vida adecuado para sí misma y para su familia, incluyendo alimentación, vestido y vivienda adecuadas y una mejora continua de las condiciones de existencia, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.

En este sentido, Guadalajara se ha convertido en una gran metrópoli, que con el paso de los años ha cambiado su tipografía, de tal suerte que nos encontramos con una diversidad de construcciones entre contemporáneas y coloniales que le dan una cara única a la ciudad. Cabe destacar que una buena parte de la explosión demográfica de la metrópoli se desarrolló en construcciones de tipo vertical, con la finalidad de albergar a un gran número de habitantes en un espacio más reducido.
La historia de los conjuntos o unidades habitacionales como tipología de vivienda se remonta a los años treinta, pero fue después de la Segunda Guerra Mundial, en las ciudades de países desarrollados, cuando una buena parte de la oferta de vivienda empezó a estar constituida por conjuntos que permitían aumentar la densidad de ocupación del suelo urbano, concentrar y proporcionar servicios y equipamientos, así como disminuir los costos y tiempos de construcción. 

El conjunto habitacional se constituyó en un componente fundamental de la estructura urbana y una alternativa de habitación conveniente para la moderna ciudad en expansión y desarrollo.  Si bien, los conjuntos habitacional estuvieron en el paisaje urbano un peso visual y simbólico significativo, desde un comienzo fueron vinculados con el concepto de vivienda social.

En la actualidad, una gran cantidad de unidades habitacionales de interés social se encuentran constituidas por el régimen jurídico del Condominio. La gran mayoría de dichas unidades, se construyeron hace varias décadas que al momento de que se terminó de pagar la hipoteca no se constituyeron los fondos para su mantenimiento, tal como debería de ocurrir en este régimen jurídico, lo cual  propicia que dichas edificaciones queden en el abandono, sin un mantenimiento adecuado y deteriorando así la calidad de vida de quienes lo habitan y en muchos casos poniendo en riesgo la vida de los mismos.
Por otra parte, al tratarse de vivienda de interés social, la población que habita en los mismos, tienen ingresos mínimos, lo cual dificulta o hace imposible pensar que se cumpla debidamente con sus obligaciones condominales, pues como lo señala el artículo 1026 del Código Civil del Estado de Jalisco: Los condóminos deberán contribuir para sufragar los gastos de mantenimiento y operación de las instalaciones y servicios del condominio, como también para constituir y conservar fondos de reserva, en base al porcentaje que sobre el condominio represente cada unidad privativa;…
Otro factor determinante y que afecta a las familias que viven en este tipo de condominios, es el tema da la inseguridad, ya que al tratarse de una unidad privativa la policía tanto municipal como estatal se encuentra imposibilitada para actuar de manera inmediata al interior de dichas unidades habitacionales, provocando que estas se conviertan en focos de delincuencia.  
Ante esta situación, cabe señalar que el Secretario de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, Jorge Carlos Ramírez Marín, anunció que el rescate de unidades habitacionales que presentan mayores índices de inseguridad en diversas zonas de la entidad debe ser una prioridad para las autoridades estatales y municipales, a efecto de evitar que la delincuencia se incrementé o migre hacia regiones menos violentas. 

Además, los fines que persigue la presente iniciativa se encuentran considerados dentro del Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018
 que establece la necesidad de impulsar el desarrollo de ciudades más compactas con mayor densidad poblacional y actividad económica, mediante la implementación de acciones dirigidas a revertir el abandono e incidir positivamente en la plusvalía habitacional, por medio de intervenciones para rehabilitar el entorno y mejorar la calidad de vida en desarrollos y unidades habitacionales.

Que el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 establece que en la consecución de la Meta Nacional II" un México Incluyente", se contempla el objetivo 2.5. "Proveer un entorno adecuado para el desarrollo de una vida digna." y la estrategia 2.5.1. "Transitar hacia un modelo de desarrollo urbano sustentable e inteligente que procure vivienda digna para los mexicanos."
Que el Programa Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, considera en su objetivo 3 "Consolidar ciudades compactas, productivas, competitivas, incluyentes y sustentables, que faciliten la movilidad y eleven la calidad de vida de sus habitantes." La estrategia 3.3. "Promover la mejora de la infraestructura, equipamiento, servicios, espacios y movilidad en coordinación con gobiernos estatales y municipales." y la línea de acción 3 "Proteger el patrimonio de las familias y contribuir a la generación de plusvalías mediante la intervención en unidades habitacionales."
Por otra parte, revisemos el caso de la alcaldesa de Aguascalientes, Lorena Martínez, la cual, ha promovido desde su administración, una serie de medidas a implementar dentro del programa de rescate de las unidades habitacionales del INFONAVIT que comienza a aplicarse en dicho municipio.

Este programa, que se busca sea piloto a nivel nacional, pretende recuperar estos espacios, invertir en mantenimiento y rescatar muchas viviendas que están abandonadas generando problemas de inseguridad. 

Si bien, lo que plantea la presente propuesta comienza a ser objeto de programas municipales y estatales, resulta de suma importancia que se establezca la obligaciones en nuestra legislación, ya que con ello, la aplicación de éste tipo de acciones por parte de la administración pública estatal y municipal no se supeditará a la duración de su ejercicio constitucional y se establecerían como una obligación permanente por parte de dichas autoridades, fomentando así un constante estado de bienestar en las familias jaliscienses. 

Es de vital trascendencia rescatar unidades habitacionales de interés social con mantenimiento permanente, operativos de seguridad y demás medidas que permitan devolverle el sentido social con el que fueron creadas, pues como ya se expuso en párrafos anteriores, el régimen bajo el que están constituidas no le permite a los municipios atender las problemáticas más básicas de las mismas y al tratarse de un estrato social vulnerable económicamente hablando, no se cuenta con la capacidad para organizarse conforme a lo marcado por la ley, perdiendo así la oportunidad de mantener un estatus de infraestructura adecuado y digno, lo que a su vez deriva en un foco rojo para la gobernabilidad.

Cabe destacar, que tanto en Guadalajara como en los municipios que conforman la Zona Metropolitana, existen una gran cantidad de viviendas constituidas bajo el régimen condominal, pero que fueron construidas con la finalidad de apoyar a las clases más desprotegidas, por ende se trata de vivienda de interés social, que tan solo en el capítulo de las unidades multifamiliares podemos observar una gran carencia y deficiencias estructurales que ponen en riesgo la plusvalía del patrimonio y en muchos casos la propia vida y seguridad de las familias que ahí habitan.

Tan solo de 1970 a 1990 el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT) en el capítulo de vivienda vertical construyo en Guadalajara 28,617 viviendas, en Tlaquepaque 1,296, en Tonalá 3,424 y en Zapopan 5,032 departamentos en unidades multifamiliares.
Desde el punto de vista de otras entidades del país, podemos mencionar que en la Ley de Propiedad en Condominio de Inmuebles para el Distrito Federal publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el día 27 de enero de 2011, se establece la figura jurídica del “condominio de interés público y popular” del cual se consideran algunos aspectos para la integración de la propuesta. 

En nuestra entidad, las reglas aplicables al desarrollo urbanístico se encuentran contenidas en el Código Urbano para el Estado de Jalisco, mismo que tiene como finalidad definir las normas que permitan dictar las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos en el Estado de Jalisco y establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y el ordenamiento territorial, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población, conforme a los fines señalados en el párrafo tercero del artículo 27 y las fracciones V y VI del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la siguiente iniciativa de:

Decreto
Que reforma los artículos 5 fracción XXIV y recorre las subsecuentes en el mismo orden, así como el artículo 10 fracción XXXIII, XXXIV y XXXV, recorriendo las subsecuentes en el mismo orden, ambos del Código Urbano para el Estado de Jalisco.
Artículo Único: Se reforman los artículos 5 y 10 del código Urbano del Estado de Jalisco para quedar como sigue:
Artículo 5. Para los efectos de este Código, se entiende por: 

I a XXIII…
XXIV. Condominio de interés social: las unidades habitacionales construidas a través de fondos especiales de vivienda operados y ejecutados por  organismos de la administración pública estatal o federal;
XXV. Conjunto Urbano: es la modalidad de aprovechamiento inmobiliario consistente en una o varias construcciones en un terreno sin vías públicas en su interior, que deberán estar sujetos al régimen de propiedad en condominio;

XXVI. Conurbación: Continuidad física y demográfica que formen o tiendan a formar dos o más centros de población, inicialmente independientes y contiguos por sus márgenes, que al crecer acaban formando una misma unidad poblacional funcional;
XXVII.  Conservación:  Conjunto de acciones tendientes a mantener el equilibrio productivo de los ecosistemas y preservar el buen estado de la infraestructura, equipamiento, vivienda y servicios urbanos de los centros de población, incluyendo sus valores históricos y culturales;

XXVIII. Corredor urbano: Optimización de la utilización del suelo, asociando la infraestructura y jerarquía de una vialidad con la intensidad del uso del suelo; 

XXIX. Crecimiento: La acción tendiente a ordenar y regular la expansión física de los centros de población;

XXX.  Dependencia municipal: La dependencia o dependencias técnicas y administrativas que señale el ayuntamiento, competentes para elaborar, evaluar y revisar los planes y programas de desarrollo urbano municipales, autorizar, acordar, expedir y certificar los actos administrativos en materia de urbanización y edificación, así como realizar las notificaciones, verificaciones, inspecciones y cualquier acto procedimental y ejecutivo en dicha materia;

XXXI. Dependencias: Las secretarías, dependencias y organismos integrantes de la Administración Pública Estatal y Federal;

XXXII. Desarrollo urbano: El proceso de planeación y regulación de la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población; 

XXXIII. Desarrollo Urbano Sustentable: Política pública que implica elaborar indicadores de sustentabilidad para el ecosistema urbano, a partir del ordenamiento ecológico territorial; con énfasis en la fisonomía cultural de la población y el potencial social de cada región, desarrollando programas de convención ambiental urbana, crecimiento ordenado y fundación de centros de población o asentamientos humanos;
XXXIV. Determinación de usos, destinos y reservas: Son los actos de derecho público que corresponde autorizar a los ayuntamientos, conforme a lo dispuesto en los planes y programas de desarrollo urbano, a fin de establecer zonas, clasificar las áreas y predios de un centro de población y precisar los usos permitidos, prohibidos y condicionados, así como sus normas de utilización, a las cuales se sujetarán el aprovechamiento público, privado y social de los mismos;

XXXV. Directores Responsables: Son los profesionales facultados por la ley, con la capacidad para asumir la responsabilidad técnica para elaborar o revisar los proyectos, promover su autorización, construir y supervisar las obras de edificación y urbanización, avalando que estas cumplan con lo establecido por este Código y reglamentos en materia de la planeación, diseño urbano, ingeniería urbana o edificación, según sea su especialidad;

XXXVI. Equipamiento urbano: El conjunto de inmuebles, construcciones, instalaciones y mobiliario, utilizados para prestar a la población los servicios urbanos y desarrollar las actividades económicas;

XXXVII. Expansión urbana: El crecimiento de los centros de población que implica la transformación de suelo rural a urbano, mediante la ejecución de obras materiales en áreas de reservas para su aprovechamiento en su uso y destinos específicos;

XXXVIII.  Fundación: El establecimiento de un centro de población previsto en el Programa Estatal de Desarrollo Urbano, en las áreas que se determinen como provisiones mediante decreto del Congreso del Estado;

XXXIX. Índice de edificación: La unidad de medida que sirve para conocer cuántas viviendas o unidades privativas pueden ser edificadas dentro de un mismo predio o lote en las zonas habitacionales;

XL. Integración urbanística: Conjunto de elementos que permiten establecer la congruencia e integración funcional de las obras de urbanización o edificación de un predio, en relación con los usos o destinos y su estructura urbana, que se determinan para el mismo en el plan o programa de desarrollo urbano y se certificaron en el dictamen de trazo, usos y destinos específicos;

XLI. Derogada;

XLII. Licencia: El acto administrativo mediante el cual se precisan los derechos y obligaciones específicos para ejecutar obras o realizar acciones determinadas, en relación con una persona física o jurídica determinada, que deberán cumplirse en el plazo o término que se establezca. Cuando una licencia se emita en forma simultánea con una autorización, para su vigencia o efectos indefinidos o limitados, se entenderán como dos actos administrativos diversos;

XLIII. Lote: La fracción de un predio resultado de su división, debidamente deslindado e incorporado;

XLIV. Lotificación: La partición de un predio urbanizado en dos o más fracciones;
XLV.  Manifestación de Impacto Regional: Es el estudio de la magnitud de la alteración que cause o pueda causar, alguna obra pública o privada, que por su funcionamiento, forma o magnitud afecte a la infraestructura, a los servicios públicos de una área; el espacio, la imagen y paisaje urbanos o la estructura socioeconómica; genere especulación inmobiliaria o de bienes y servicios; signifique un riesgo para la vida, la salud o los bienes de la comunidad, implique su desplazamiento o expulsión paulatina o, determine una afectación para el patrimonio cultural del centro de población. Este estudio debe de ser requerido en los casos que sea modificada la zonificación de un programa o plan de desarrollo urbano;

XLVI. Mejoramiento: La acción dirigida a reordenar y renovar las zonas deterioradas o de incipiente desarrollo del territorio estatal o de un centro de población; así como la regularización de los asentamientos humanos;

XLVII.  Metropolización: Dinámica espacial que implica la asociación tendencial o inducida de un conglomerado urbano con características comunes: económicas, sociales, funcionales y productivas, que definen flujos de bienes, personas y recursos financieros;

XLVIII. Obras de edificación: Todas aquellas acciones de adecuación espacial, públicas o privadas, necesarias a realizar en un predio urbano, para permitir su uso o destino;

XLIX. Obras de infraestructura básica: Las redes generales que permiten suministrar en las distintas unidades territoriales y áreas que integran el centro de población, los servicios públicos de vialidad primaria municipal, agua potable, alcantarillado, drenaje, energéticos y telecomunicaciones;

L.  Obras de urbanización: Todas aquellas acciones técnicas realizadas con la finalidad de transformar el suelo rústico en urbano; o bien, adecuar, conservar o mejorar los predios de dominio público, redes de infraestructura y equipamiento destinados a la prestación de servicios urbanos;

LI.  Ordenamiento territorial: El proceso de distribución equilibrada y sustentable de la población y de sus actividades económicas;

LII. Ordenamiento ecológico: Instrumento de política ambiental cuyo objeto es regular o inducir el uso del suelo y las actividades productivas, con el fin de lograr la protección del medio ambiente y la preservación y el aprovechamiento sustentable de los recursos naturales, a partir del análisis de las tendencias de deterioro y las potencialidades de aprovechamiento de los mismos; 

LIII. Organismos de Participación Social, Ciudadana y Vecinal: Aquellas personas jurídicas con funciones de organización ciudadana y vecinal;

LIV.  Planeación y programación de los centros de población: El conjunto de actividades tendientes a lograr de una manera racional, los satisfactores indispensables para el buen funcionamiento de los mismos;

LV.  Polígono de Desarrollo Controlado: Superficie delimitada del suelo que se determina en un plan parcial de desarrollo urbano mediante declaratoria y aprobación del ayuntamiento correspondiente a solicitud de una asociación de vecinos legalmente constituida, para llevar a cabo acciones determinadas mediante un convenio celebrado entre el propio ayuntamiento y la asociación reconocida en el área de aplicación;

LVI.  Proyecto Ejecutivo: El conjunto de elementos que tipifican, describen y especifican detalladamente de las obras de edificación, restauración e infraestructura, en cualquiera de sus géneros, expresadas en planos y que integran todos los documentos y estudios técnicos necesarios para la ejecución, elaborados por un director responsable de proyecto o varios con especialidad en la materia;

LVII. Predio o suelo, urbano o urbanizado: Aquél localizado en una zona donde se concluyeron las obras de urbanización autorizadas y recibidas por la Dependencia municipal respectiva y ha quedado inscrito como tal en el Registro Público de la Propiedad;

LVIII. Predio rural: Predio localizado fuera del límite del centro de población, cuyo uso corresponde principalmente a las actividades productivas o de aprovechamiento del sector primario, así como de funciones ambientales naturales;

LIX. Predio rústico: Todo predio localizado en un área o zona que carece o donde no se concluyeron obras de urbanización autorizadas y por ello, no tiene la disponibilidad de servicios públicos;

LX.  Predio rústico intra-urbano: Se consideran aquellas superficies de terreno, comprendidos dentro de las áreas urbanizadas que no han sido incorporados al municipio, en los términos del presente Código;

LXI. Provisiones: Las áreas que serán utilizadas para la fundación de un centro de población;

LXII.   Región Metropolitana. Delimitación geográfica integrada por un Área Metropolitana y uno o más centros de población, geográficamente cercanos, con tendencias de crecimiento que los acerquen y relaciones socioeconómicas, declara oficialmente con ese carácter por decreto del Congreso del Estado;

LXIII. Relotificación: El cambio en la distribución o dimensiones de los lotes en un predio, cuyas características hayan sido autorizadas con anterioridad;

LXIV. Renovación urbana: La transformación o mejoramiento de las áreas de los centros de población, mediante la ejecución de obras materiales para el saneamiento y reposición de sus elementos de dominio público, pudiendo implicar un cambio en las relaciones de propiedad y tenencia del suelo, así como la modificación de usos y destinos de predios o fincas;

LXV.  Reservas: Áreas de un centro de población, que serán utilizadas para su futuro crecimiento; 

LXVI.  Reservas territoriales: Aquellas reservas que se integren al dominio de la Federación, el Estado o los Municipios;
LXVII.  Restricción frontal: La distancia que debe dejarse libre de construcción dentro de un lote, medida desde la línea del límite del lote con la vía pública o área común, hasta el alineamiento de la edificación por todo el frente del mismo;

LXVIII. Restricción lateral: La distancia que debe dejarse libre de construcción dentro de un lote, medida desde la línea de la colindancia lateral hasta el inicio permisible de la edificación, por toda la longitud de dicho lindero o por una profundidad variable;

LXIX. Restricción posterior: La distancia en la cual se restringe la altura o la distancia de la construcción dentro de un lote, con objeto de no afectar la privacía y el asoleamiento de las propiedades vecinas, medida desde la línea de propiedad de la colindancia posterior;

LXX.  Servicios urbanos: Las actividades operativas públicas administradas en forma directa por la autoridad competente o mediante concesiones a los particulares, a fin de satisfacer necesidades colectivas en los centros de población;

LXXI. Sistema de Transferencia de Derechos de Desarrollo Urbano: Es el conjunto de normas, procedimientos e instrumentos que permiten ceder los derechos excedentes o totales de intensidad de construcción no edificados que le correspondan a un propietario respecto de su predio, en favor de un tercero, sujetándose a las disposiciones de los planes y programas y a la reglamentación municipal, siendo la aplicación de este instrumento, facultad exclusiva del Ayuntamiento;

LXXII. Subdivisión: La partición de un predio en dos o más fracciones, para su utilización independiente en los términos señalados en el presente Código;

LXXIII. Suelo urbanizable: Aquel cuyas características lo hacen susceptible de aprovechamiento en la fundación o crecimiento de los centros de población, sin detrimento del equilibrio ecológico y áreas de conservación, por lo que se señalará para establecer las correspondientes provisiones y reservas;

LXXIV. Suelo no-urbanizable: Aquel cuyas características de valor ambiental, paisajístico, cultural, científico, régimen de dominio público, o riesgos que representa, no es susceptible de aprovechamiento en la fundación o crecimiento de los asentamientos humanos;

LXXV. Superficie edificable: El área de un lote o predio que puede ser ocupado por la edificación y corresponde a la proyección horizontal de la misma, excluyendo los salientes de los techos, cuando son permitidos. Por lo general, la superficie edificable coincide con el área de desplante;

LXXVI. Unidad Privativa: El conjunto de bienes cuyo aprovechamiento y libre disposición corresponden a un condominio;

LXXVII. Usos: Los fines particulares a que podrán dedicarse determinadas zonas, áreas y predios de un centro de población; en conjunción con los destinos determinan la utilización del suelo;
LXXVIII. Utilización del suelo: La conjunción de Usos y Destinos del suelo;

LXXIX. Zona: El predio o conjunto de predios que se tipifica, clasifica y delimita en función de la similitud o compatibilidad de las actividades a desempeñar, con una utilización del suelo predominante; y

LXXX. Zonificación: La determinación de las áreas que integran y delimitan un centro de población; las zonas que identifiquen sus aprovechamientos predominantes, las reservas, usos y destinos, así como la delimitación de las áreas de conservación, mejoramiento y crecimiento del mismo.

Artículo 10. Son atribuciones de los municipios:

I a XXXII…
XXXIII. Aplicar recursos públicos para el mejoramiento de las unidades habitacionales que se encuentren bajo el régimen de condominio y que de sus características se advierta que se trata de un condominio de interés social, manteniendo servicios, obras y reparaciones en áreas y bienes de uso común en los casos urgentes que pongan en peligro la vida o integridad física de los condóminos o poseedores;
XXXIV. Aprovechar los presupuestos y subsidios previstos en los programas que la Administración Pública tenga para apoyar la construcción de infraestructura urbana en las colonias, unidades habitacionales o condominios de interés social, con el fin de obtener recursos para el mejoramiento y reparaciones mayores de las áreas comunes del condominio, exceptuando los de gasto corriente;
 XXXV. Establecer servicios de control y vigilancia en las zonas y elementos de uso común dentro de las unidades habitacionales o condominios de interés social, previo acuerdo de la Asamblea General, sin que ello impida que la misma asamblea contrate servicios profesionales para estos fines. Las autoridades municipales proporcionarán los servicios públicos de su competencia;
XXXVI. Otorgar las facilidades administrativas que estén a su alcance, a las acciones de vivienda;

XXXVII. Promover y participar en la constitución y funcionamiento del Consejo Regional de Desarrollo Urbano y apoyarlo en sus actividades;

XXXVIII. Promover y participar en la constitución y funcionamiento del Consejo Municipal de Desarrollo Urbano, autorizar su reglamento y apoyarlo en sus actividades, debiendo aportarle los recursos necesarios para su operación y que estén en condiciones de proporcionarle;

XXXIX. Promover la constitución de las asociaciones de vecinos, autorizar sus reglamentos y apoyarlas en sus actividades;

XL. Promover la constitución de asociaciones para la conservación y mejoramiento de sitios y fincas afectos al patrimonio cultural del Estado, autorizar sus reglamentos y apoyarlas en sus actividades;

XLI. Promover la participación ciudadana y vecinal y recibir las opiniones de los grupos de personas que integran su comunidad, respecto a la formulación, ejecución, evaluación y revisión de los programas y planes municipales;

XLII. Promover la participación solidaria de la población en la solución de los problemas de infraestructura y equipamiento urbanos, servicios públicos, vivienda popular y vivienda de interés social;

XLIII. Vigilar las acciones urbanísticas y la aprobación de proyectos de edificación;

XLIV.  Proveer en el ámbito de su competencia, al cumplimiento de las disposiciones de este Código;

XLV. Tramitar y resolver el recurso administrativo previsto en este Código;

XLVI. Ejercer las atribuciones relativas a la aprobación, control y evaluación de los planes o programas de desarrollo urbano de su competencia;

XLVII. Determinar la dependencia técnica y administrativa con competencia para expedir los dictámenes, acuerdos, autorizaciones, licencias y permisos previstos en las fracciones XIX a XXIV del presente artículo;

XLVIII. Mantener disponibles para información y consulta del público los planes y programas de desarrollo urbano aplicables en su territorio, así como sus actualizaciones, en la dependencia a que se refiere la fracción anterior; 

XLIX. Promover en los planes municipales de desarrollo, el establecimiento de usos, destinos y reservas territoriales para la construcción de espacios destinados al fomento de actividades artísticas, culturales y recreativas; 

L. Aprobar su plan de ordenamiento territorial metropolitano, en caso de pertenecer a un área que tenga ese carácter, a partir de la propuesta aprobada por la instancia de coordinación política;

LI. Aprobar los convenios de coordinación metropolitana propuestos por las instancias de coordinación correspondientes; 

LII. Participar en la construcción de los Institutos Metropolitanos de Planeación que les correspondan; 

L. Llevar a cabo acciones para el acondicionamiento y servicios para las personas con discapacidad;

LI. Convenir con el Titular del Poder Ejecutivo que la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Territorial desempeñe de manera total o parcial, las funciones técnicas que le corresponden en la aplicación de este Código, cuando carezca de los órganos administrativos correspondientes o la complejidad de los asuntos lo requiera; y

LII. Las demás que le atribuyan este Código y disposiciones aplicables.
Transitorio.
UNICO El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco”.
Atentamente

Guadalajara, Jalisco a Septiembre del 2014.

Mtro. Martín López Cedillo

Diputado Local.
	Avelina Martínez Juárez

Diputada Local.
	Mtro. Jaime Prieto Pérez

Diputado Local.


	Miguel Castro Reynoso

Diputado Local
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